El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA / DEFECTO FÁCTICO / INDEBIDA VALORACIÒN PROBATORIA / REGULACIÓN DE VISITAS / NO SE CONFIGURÓ EL DEFECTO.
La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. (…)
En relación con los requisitos específicos y teniendo en cuenta que los reproches de la parte actora se refieren al incorrecto, decreto, práctica y valoración probatoria, es deber analizar si el juzgado accionado incurrió en defecto fáctico. Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:

“El defecto fáctico se produce cuando el juez toma una decisión sin que se encuentren plenamente comprobados los hechos que legalmente la determinan, como consecuencia de una omisión en el decreto o valoración de las pruebas, la valoración irrazonable o contra evidente de los medios probatorios, o la suposición de pruebas.

“Este defecto puede darse tanto en una dimensión positiva, que comprende los supuestos de valoración contra evidente o irrazonable de las pruebas y la fundamentación de una decisión en pruebas ineptas para ello, como en una dimensión negativa, relacionada con la omisión en la valoración de una prueba determinante o en el decreto de pruebas de carácter esencial…”
… para la prosperidad de la acción de tutela por defecto fáctico contra una providencia en firme, se requiere que el error en la apreciación probatoria, “sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia”. (…)

… no se aprecia ninguna de las falencias alegadas por el actor y la valoración probatoria que sobre ella hizo la funcionaria accionada no puede tacharse de caprichosa, es decir, que obedezca a su mera voluntad, no se vislumbra situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna antojadiza, ni contraria al ordenamiento constitucional.
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Acta No. 029 del 5 de febrero de 2020
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Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, instaurada por el señor Aicardo León Trujillo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el Procurador Judicial para Asuntos de Familia y las señoras Melva León Trujillo y Dolly o Dolores Trujillo de León.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:
1.1 Ante el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal se adelantó proceso para obtener se le permitiera visitar a su progenitora Dolly o Dolores Trujillo de León.

1.2 Ese mismo despacho judicial había decretado la interdicción de la citada señora y nombró a Melva León Trujillo como su curadora. Esta última “se ha dedicado a evitar a toda costa que yo pueda verla”.
1.3 La sentencia proferida por el juzgado accionado en el proceso de regulación de visitas fue dejada sin efectos por esta Sala, mediante fallo de tutela del 23 de octubre de 2019, en el que se ordenó que se debía escuchar a la interdicta.

1.4 En cumplimiento de esa disposición la funcionaria demandada fijó fecha para entrevistarla, mas no determinó “las reglas del juego procesales y científicas para ese prueba, pues el ordenamiento legal no la reconoce como prueba”.

1.5 El 7 de noviembre siguiente esa funcionaria le negó nuevamente su derecho a la visita con sustento en esa entrevista y en el informe del médico psiquiatra; este último ya no como dictamen, sino como documento o testigo técnico, en desobedecimiento del fallo de tutela.
1.6 En esa última providencia se incurrió nuevamente en defecto fáctico pues la mencionada entrevista: a) carece de respaldo científico; b) no tiene protocolo o solemnidad alguna; c) no posee antecedentes normativos, doctrinales o jurisprudenciales; d) la juez accionada se abstuvo de preparar en debida forma las preguntas “esto es, fue insuficiente y no brinda conocimiento… al que otro medio de prueba le ofrece… y que quiere justificar para darle validez a la entrevista al no estar reglamentada en el Código General del Proceso”. Además, a pesar de que esa funcionaria judicial carece de conocimientos especializados de psicología, hizo preguntas selectivas y sugestivas que llevaron a su progenitora a afirmar que no le gustaría que él la visitara, empero no la interrogó para establecer su coherencia, por ejemplo, frente a su deseo de que sus hermanos la visitaran y tampoco fue indagada sobre su estado de salud, identificación, lugar de residencia o nombre de sus padres; e) al escuchar a la interdicta se deduce que desconoce cuántos hijos tiene, sus nombres y casi no recuerda a Vilma, con quien convive, ni da las razones por las cuales no desea tener visitas suyas “como si estuviera preparada para la respuesta”; f) la pregunta sobre si quería recibir sus visitas fue sugestiva o intrusiva pues no lo había mencionado como su hijo; es decir, la funcionaria demandada la condujo a la respuesta y no fue de lo general a lo particular, tal como lo sugirió el psicólogo. Así mismo, varias preguntas no hicieron parte del cuestionario que se dice fue elaborado antes de la audiencia, en conjunto con el psicólogo del ICBF; g) su apoderado llamó la atención sobre las preguntas intrusivas o sugestivas pero la juez rechazó esa solicitud de aclaración, al igual que ocurrió con la pregunta sobre si su progenitora estaba “bien a nivel emocional”; h) se dio credibilidad al informe del médico psiquiatra, a pesar de que se sustenta en dichos de quienes acompañaron a la interdicta a la consulta, y por lo mismo carece de fundamento científico, pues en el interrogatorio de mi abogado admitió ese especialista que no la indagó sobre sus vistas: i) se desconocen las pruebas allegadas que “contradicen el estado mental de mi mamá y sus afirmaciones. Me refiero a la obrante a la sentencia a folio 17 donde mi mamá había informado de… prohibirle las visitas… refiriéndose a todos los hijos. Afirmación que la sentencia de segunda instancia desconoce para en su lugar darle pleno valor demostrativo a la prueba científica”. Es decir, que no ha debido creerse la versión de la entrevistada o si es que ella tiene capacidad mental ha debido someterse la entrevista a la ritualidad del interrogatorio de parte o del testimonio; j) el fallo desconoce “la sentencia de primera instancia proferida por el mismo despacho que hoy me niega las visitas, ya que fue explicita (sic) en admitir que mi mamá tiene retardo mental” y k) el fallo desconoce el estado de incapacidad de su progenitora, certificado por el Instituto de Medicina Legal con apoyo científico.
1.7 Estima que debido al estado mental de Dolly o Dolores Trujillo de León, fue objeto de manipulación para que afirmara que no quería verlo. 
1.8 Su única pretensión es que le permitan acompañar en vida a su mamá, quien es una persona de 84 años, con independencia de las dificultades familiares con sus hermanas.   
1.9 Según informe de la psicóloga Luz Dary Guzmán, en la entrevista se evidenciaron falencias emocionales y afectivas, debido a miedos inducidos. Además, la interdicta tiene barreras a raíz de su deterioro cognitivo, mas no como lo dijo el psicólogo del ICBF que sea por dolor o malestar. En conclusión, la paciente carece de capacidad para tomar decisiones propias y por eso la forma como se abordó la entrevista no fue la apropiada. Finalmente, el psicólogo del ICBF se limitó a brindar “concepto por la falta de contexto, pero que debe ser especializado en neurología y siquiatra geriátrico quien de (sic) el diagnóstico”.  
2. Considera lesionado el derecho al debido proceso y para su protección solicita se ordene al juzgado accionado adoptar otra decisión de fondo en el proceso de regulación de visitas que promovió, sin tener en cuenta la citada entrevista y la declaración del médico psiquiatra. 
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Mediante proveído del 23 de enero último se admitió la acción y se ordenó vincular al Procurador Judicial para Asuntos de Familia y a las señoras Melva León Trujillo y Dolly o Dolores Trujillo de León.

2. En el curso de esta instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Juez Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal informó que en cumplimiento a lo ordenado en fallo de tutela se decretó y practicó la entrevista a la señora Dolly o Dolores Trujillo de León; en el expediente obra solicitud del actor en el sentido de que esa entrevista se realizara con intervención de psiquiatra forense y del Procurador Judicial para Asuntos de Familia, la que se negó con fundamento en que no era esa la oportunidad para solicitar una nueva prueba, el fallo de tutela no lo ordenó y el término concedido para cumplir esa mandato impedía la designación, notificación y posesión de un perito. En consecuencia, se dispuso que la diligencia se realizara con presencia de psicólogo del ICBF, la Defensoría y Procuraduría de Familia. Luego de practicada la citada entrevista, se profirió nueva sentencia en la que se negaron las pretensiones de la demanda, de conformidad con el material probatorio recaudado.
2.2 El Procurador 21 Judicial II de Infancia, Adolescencia y Familia solicitó se negara el amparo por falta de lesión de derechos fundamentales, como quiera que en cumplimiento de lo ordenado por esta Sala, la funcionaria accionada procedió a escuchar a la señora Dolly o Dolores Trujillo de León; es decir, la vinculó y tuvo en cuenta su opinión en los términos de la Ley 1996 de 2019 y la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. La citada señora expresó no querer recibir visitas de su hijo y con sustento en esa manifestación de la voluntad se profirió el fallo reprochado. Finalmente, en relación con el informe de psicología allegado con la acción de tutela, dijo que este desconoce el nuevo modelo de abordaje de la discapacidad y los precedentes jurisprudenciales; por tanto, no puede ser tenido en cuenta para controvertir la sentencia proferida en este caso.  
2.2 La señora Melva León Trujillo, por intermedio de apoderada, señaló que como curadora de su progenitora, no ha lesionado los derechos que tiene el accionante como hijo; reconoce que el citado señor tiene derechos constitucionales, pero aquella señora, quien manifestó su voluntad de no querer verlo, también los tiene y estos, al tratarse de una adulta mayor en interdicción, poseen más relevancia que los de aquel. 
2.3 La señora Dolly o Dolores Trujillo de León guardó silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la acción de tutela frente a la sentencia proferida por el juzgado accionado, que negó las visitas a su progenitora, que reclamaba. De serlo, se establecerá si en ella se vulneraron derechos fundamentales del actor, que sea menester proteger.

3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes: “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. Las pruebas incorporadas al expediente, en el disco compacto que obra a folio 32, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El señor Aicardo León Trujillo formuló demanda contra Melva León Trujillo para obtener se le autorizara visitar a su progenitora Dolly o Dolores Trujillo de León, quien fue declarada interdicta y de quien aquella es su curadora
.
4.2 A la actuación se incorporó un documento que contiene la valoración psiquiátrica practicada por el médico especialista Carlos Javier Fernández a la señora Dolly o Dolores Trujillo de León, en el que se consignaron sus antecedentes clínicos, sus manifestaciones respecto a la relación con su hijo Aicardo León Trujillo, los comentarios que sobre esa misma situación hicieron sus hijas, el diagnóstico y tratamiento recomendado, así como el análisis del caso, en el que se indicó que aquella no desea ser visitada por aquel
.
4.3 En audiencia llevada a cabo el 13 de septiembre de 2019 la funcionaria accionada decidió negar las pretensiones de la demanda
.  

4.4 Mediante fallo de tutela del 23 de octubre siguiente, esta Sala concedió el amparo invocado por el señor Aicardo León Trujillo, dejó sin efectos aquella sentencia y ordenó a la Juez Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, antes de dictar el fallo respectivo, en el que deberá valorar debidamente lo que consideró un dictamen pericial, escuchar la opinión de la señora Dolly o Dolores Trujillo de León, respecto a las visitas que pretende hacerle su hijo.
4.5 Por auto del 24 del citado mes, la funcionaria accionada se estuvo a lo resuelto por este Tribunal y decretó como prueba la práctica de entrevista a la señora Dolly o Dolores Trujillo de León
. 
4.6 El 7 de noviembre último, se llevó a cabo diligencia en la cual se surtieron las siguientes actuaciones que importan para el caso:
4.6.1 Inicialmente la funcionaria accionada anunció que previo al inicio de la entrevista, se reunió con el psicólogo del ICBF para establecer la manera de abordar el cuestionario.
4.6.2 Concedida la palabra al apoderado del accionante, solicitó se le informaran “las reglas del juego” para la práctica de esa entrevista, toda vez que esa prueba es inexistente en el Código General del Proceso y no hay referentes protocolarios en la ley y en la jurisprudencia para ese efecto.

4.6.3 En atención a lo anterior la juez de conocimiento dijo que el Código General del Proceso no es restrictivo en relación con los medios de prueba y permite evacuarlos aunque no estén expresamente contemplados en ese estatuto. Además, que la mencionada prueba se decretó en cumplimiento a lo ordenado por esta Sala y la entrevista es aceptada para casos de menores a efecto de conocer su opinión. Explicó finalmente que no se trataba de un interrogatorio de parte y por lo mismo las preguntas solo serían formuladas por ella.
4.6.3 En la entrevista, la señora Dolly o Dolores Trujillo de León manifestó que vive con su hija Vilma Luceny y que casi todos los días tiene contacto con su otra hija Melva, asegura no tener más hijas mujeres, pero sí hombres. A la pregunta sobre el nombre de sus hijos varones guardó silencio. Cuando fue interrogada sobre  Aicardo León Trujillo, expresó que era hijo suyo, que era de los menores pues la mayor es Melva, luego le sigue Vilma y Aicardo. Con este último casi no se ve. Al ser preguntada sobre su opinión acerca de comenzar a recibir las visitas permanentes de Aicardo señaló “no me gusta” y que tampoco era su deseo que la visite cada ocho o quince días. Finalmente afirmó no recordar cuándo fue la última vez que vio a Aicardo. 

4.6.4 Frente a esa entrevista el psicólogo del ICBF indicó que la forma de preguntar no fue intrusiva, sino abierta y semiestructurada, es decir que le permite a la autoridad obtener que la interrogada se exprese en este espacio sin generar presión. Así mismo, que la referida señora se observa orientada y desde su estado mental, conoce el contexto en el que se halla; se evidencia un mutismo selectivo que pudo ser ocasionado por barreras emocionales asociadas a su historia de vida, prueba de ello es la manera de describir su relación cercana con sus hijas Melva y Vilma, mientras que frente a su otro hijo, existe un impedimento generado posiblemente por dolor o incomodidad.

4.6.5 Otorgado el uso de la palabra al apoderado del actor, este le preguntó al psicólogo del ICBF si el cuestionario agotado fue suficiente y ¿qué tipo de preguntas faltaron? ¿Por qué se dice que la interdicta conocía el entorno en que estaba, a pesar de que la juez no la contextualizó sobre el objeto de la diligencia? ¿Qué interpretación le merece el hecho de que Dolly o Dolores Trujillo de León giré a ver a Melva cuando habla de ella, pero al referirse a Aicardo no lo haga? ¿Por qué razón la interdicta no informó las razones por las cuales no quiere recibir las visitas de su hija? ¿Por qué ella solo hace referencia a tres de sus hijos a pesar de que tiene otros, será porque frente a estos también “tiene otro dolor”? ¿La pregunta sobre si conocía a Aicardo fue sugestiva? ¿la manifestación de “no me gusta” recibir las visitas de Aicardo, viene de la voluntad o fue desprevenida? y ¿Dolly o Dolores Trujillo de León sí está en capacidad de manifestar su voluntad a pesar de haber sido declarada interdicta, con sustento en dictamen de Medicina Legal?
4.6.6 En respuesta ese psicólogo indicó que las preguntas formuladas fueron adecuadas porque descendieron de lo general a lo mínimo; cuando se refirió al contexto, lo hizo a nivel mental, pues la interdicta sabe su nombre y conoce a sus hijos. También el entorno hace referencia a que ella sabía que estaba en un juzgado; un adulto mayor, al igual que los niños, suelen buscar con la mirada a la persona con quien convive para reafirmar su seguridad en el contexto en el que está; puede que exista una barrera que le impida expresarse sobre los motivos por los cuales no quiere tener contacto con Aicardo; el hecho de que la interdicta haya dado prelación en su relato a esos tres hijos tiene que ver con el contexto del proceso, que solo los involucra a ellos; la expresión de no gustarle las visitas de aquel, fue desde la voluntad en términos negativos frente al contexto; en el dictamen de Medicina Legal no surge evidente que la interdicta “no logre reconocer si algo en términos emocionales… lo considera un estímulo positivo o negativo”. 
4.6.7 Frente a la cuestión sobre si una de las preguntas había sido sugestiva la funcionaria demandada señaló que era impertinente ya que “la juez puede en su entrevista hacer preguntas sugestivas dependiendo de la receptividad que encuentre en el entrevistado”
.
4.6.8 Agotada la etapa de la entrevista y de los alegatos se profirió sentencia en la que se consideró que se encuentra demostrado que el señor Aicardo no visita su progenitora desde el mes de diciembre de 2017, a raíz de una serie de conflictos existentes entre él y sus hermanos, tal como se desprende de los interrogatorios y los testimonios absueltos. Esas dificultades familiares no tendrían por qué afectar el derecho a las visitas de Dolly y Aicardo; sin embargo es la voluntad de la interdicta no recibirlas, tal como lo manifestaron las señora Vilma León y Claudia García, al decir que aquella les había planteado su deseo de no querer ver a Aicardo. Además, en cumplimiento del fallo de tutela, se tomó entrevista a la interdicta, con fundamento  en el artículo 165 Código General del Proceso, que establece como medio de prueba, cualquier otro que sea útil para la formación del convencimiento del juez, calidad que reúne aquella entrevista. Así mismo, a pesar de su estado mental, es posible tener en cuenta la voluntad de Dolly o Dolores Trujillo de León, de acuerdo con lo indicado por el psicólogo del ICBF y de conformidad con la Ley 1996 de 2019 que establece como principio básico la autonomía de las personas con discapacidad mental, aunque sus manifestaciones no podían ser tomadas bajo la estructura de un interrogatorio normal sino por entrevista, al tratarse de un sujeto de especial protección.
En esa entrevista, continúa la jueza, la citada señora efectivamente manifestó su deseo de no sostener visitas con el Aicardo; el cuestionario fue suficiente en el entendido que permitió establecer el objeto de esa prueba, es decir, que brindó la posibilidad de establecer su voluntad, sin indagar a profundidad para salvaguardar su derecho a la intimidad y las preguntas no pueden calificarse de instructivas, pues según el psicólogo se intentó realizarlas de forma general para luego ir a lo particular. Ese profesional coincidió en afirmar que según la versión de la interdicta, esta no tiene interés en que se regulen las visitas.

Se expresó también que en el fallo constitucional, esta Sala concluyó que el dictamen pericial suscrito por médico psiquiatra no podía ser valorado como tal, sino que debió haberlo sido en forma diferente. Por tanto, se analizó como simple testimonio técnico y de este se desprende que, en igual sentido, la señora Dolly o Dolores no quiere tener contacto con el accionante.

Por tanto y en aplicación del interés prevalente de la interdicta se negaron las pretensiones de la demanda
.
5. En este caso se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela que atrás se mencionaron, pues la cuestión planteada tiene relevancia constitucional en cuanto involucra el derecho al debido proceso; la decisión reprochada no admite recursos ordinarios, al tratarse de una sentencia proferida en un proceso de única instancia; el amparo se solicitó de manera oportuna, pues la determinación en que encuentra el actor lesionados sus derechos se adoptó el 7 de noviembre último; las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; se identificaron los hechos generadores de la vulneración y no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.
6. En relación con los requisitos específicos y teniendo en cuenta que los reproches de la parte actora se refieren al incorrecto, decreto, práctica y valoración probatoria, es deber analizar si el juzgado accionado incurrió en defecto fáctico. Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:

“44. El defecto fáctico se produce cuando el juez toma una decisión sin que se encuentren plenamente comprobados los hechos que legalmente la determinan, como consecuencia de una omisión en el decreto o valoración de las pruebas, la valoración irrazonable o contra evidente de los medios probatorios, o la suposición de pruebas.
Este defecto puede darse tanto en una dimensión positiva, que comprende los supuestos de valoración contra evidente o irrazonable de las pruebas y la fundamentación de una decisión en pruebas ineptas para ello, como en una dimensión negativa, relacionada con la omisión en la valoración de una prueba determinante o en el decreto de pruebas de carácter esencial.
 
45. La intervención del juez constitucional en el escenario de la valoración de las pruebas es excepcional. En ese sentido, la Corte Constitucional ha explicado que en la valoración de las pruebas la independencia del juez alcanza su máxima expresión, como observancia de los principios de autonomía judicial, juez natural e inmediación, que impiden al juez constitucional realizar un nuevo examen del material probatorio como si se tratara de una instancia judicial adicional (Al respecto, ver la sentencia T-055 de 1997).
 

…

46. Ahora bien, el respeto por las decisiones del juez natural se asegura mediante las reglas especiales de análisis que la Corte ha desarrollado cuando se trata de constatar la existencia de un defecto fáctico, como causal de procedencia de la acción.

47.1. En primer lugar, y como ocurre con cualquiera de las causales de procedencia de la acción, debe indagar si el defecto alegado tiene incidencia en el respeto, vigencia y eficacia de los derechos fundamentales. De no ser así, la posibilidad de controlar errores fácticos debe mantenerse en el marco de los recursos de la legalidad, y no en el ámbito de la acción de tutela, cuyo sentido y razón de ser es la defensa de los derechos superiores de la Constitución Política.
47.2. En segundo término, las diferencias de valoración en la apreciación de las pruebas no constituyen defecto fáctico…

47.3. En tercer término, para que la tutela resulte procedente por la configuración de un defecto fáctico, “el error en el juicio valorativo de la prueba debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto”
…

48. En resumen, el defecto fáctico es tal vez la causal más restringida de procedencia de la tutela contra providencia judicial. La independencia y autonomía de los jueces cobran especial intensidad en el ámbito de la valoración de las pruebas; el principio de inmediación sugiere que el juez natural está en mejores condiciones que el constitucional para apreciar adecuadamente el material probatorio por su interacción directa con el mismo; el amplio alcance de los derechos de defensa y contradicción dentro de los procesos ordinarios, en fin, imponen al juez de tutela una actitud de respeto y deferencia por las opciones valorativas que asumen los jueces en ejercicio de sus competencias funcionales regulares.”

De acuerdo con esa jurisprudencia, el defecto fáctico se produce por omisión cuando sin razón justificada el juez se niega a dar por probado un hecho que aparece claramente demostrado en el proceso, o por acción, cuando a pesar de que las pruebas reposan en el proceso, las interpreta de manera errada o las valora no obstante ser ilegales o indebidamente practicadas o recaudadas.

De otro lado, en virtud del principio de la autonomía e independencia judicial consagrado por el artículo 228 de la Constitución Nacional, el juez goza de un amplio margen de discrecionalidad en la apreciación de las pruebas. Sin embargo esa facultad no puede confundirse con arbitrariedad, porque encuentra límites en la misma carta fundamental y en las normas de procedimiento que consagran pautas obligatorias al valorarlas.

Pero para la prosperidad de la acción de tutela por defecto fáctico contra una providencia en firme, se requiere que el error en la apreciación probatoria, “sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia”
.

7. Como son varios los reproches que plantea el actor para edificar la supuesta incursión en el defecto fáctico, se analizarán separadamente.
7.1 Frente a la afirmación de que la entrevista a la que fue sometida la señora Dolly o Dolores Trujillo de León no es reconocida por el ordenamiento legal como prueba y por lo mismo se desconoce la forma de abordarla, es necesario indicar que esa prueba fue decretada en cumplimiento de lo ordenado por esta Sala que, en aplicación a la Ley 1996 de 2019 y la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, le ordenó a la funcionaria accionada escuchar la opinión de la interdicta, manifestación de la voluntad que, como acertadamente lo concluyó esa juez, no podía ser recibida como interrogatorio o testimonio, al tratarse de una persona en condición de discapacidad mental y por lo tanto se consideró prudente realizar esa entrevista con limitación de las preguntas de las partes y con la presencia del psicólogo del ICBF, tal como se hace en los casos de los menores, para efecto de la elaboración del cuestionario, acompañamiento en la diligencia y absolución de dudas sobre la declaración.   
7.2 La Sala no comparte el argumento relativo a que la juez demandada omitió preparar adecuadamente el cuestionario y si este fue insuficiente, ya que, frente a lo primero, al inicio de la diligencia se indicó que previamente se había consultado y elaborado el interrogatorio con participación del psicólogo del ICBF, quien no reveló su objeción respecto a las preguntas realizadas. Y frente a lo segundo, se evidencia que el interrogatorio abordó el tema necesario para definir la cuestión, si la persona afectada con las visitas quería recibirlas. 
7.3 Respecto a la manifestación de que algunas preguntas no hicieron parte del cuestionario elaborado antes de la audiencia, baste indicar que al desconocer cuáles eran aquellas prediseñadas, tampoco resulta posible determinar si efectivamente se plantearon cuestiones diversas a las inicialmente formuladas. De haberlo sido, tampoco se configura por tal razón un defecto fáctico y como ya se indicara, el psicólogo que brindó asesoría al juzgado en relación con la forma de realizar  la entrevista, no advirtió irregularidad alguna en su práctica.
7.4 Sobre la acusación de que algunas de las pruebas fueron sugestivas, es decir que llevaron a la interdicta a decir que no le gustaría recibir las visitas de su hijo Aicardo León Trujillo, la Sala advierte que, contrario a esa afirmación, el interrogatorio se absolvió como lo propuso el psicólogo, partiendo de situaciones generales,  como cuántos hijos tiene y con quién convive, para llegar a las particulares, esto es su voluntad de tener o no visitas del demandante. Además no podía la funcionaria demandada omitir ese último interrogante, pues era necesario obtener la opinión de la declarante sobre la regulación de las visitas pretendida.
7.5 No existe prueba de que la interdicta haya sido objeto de manipulación para emitir las respuestas. Al contrario, el psicólogo del ICBF indicó que la señora Dolly o Dolores Trujillo de León presenta mutismo selectivo que pudo ser ocasionado por barreras emocionales asociadas a sus antecedentes de vida, prueba de ello es la manera de describir su relación con sus hijas Melva y Vilma, la cual es cercana, mientras que frente a Aicardo se evidencia impedimento generado posiblemente por dolor o incomodidad, que la lleva a querer alejarse de él. Además, frente a la pregunta del apoderado de la parte actora acerca de si la expresión de la interdicta sobre no gustarle las visitas de Aicardo era voluntaria o desprevenida, el psicólogo aseguro que provenía de su voluntad. Por tanto, en concepto del citado profesional de psicología Dolly o Dolores Trujillo de León desarrolló, por vivencias traumáticas o por lo menos incómodas, un propio obstáculo para evadir las cuestiones relacionadas con su hijo Aicardo.
7.6 En relación con la valoración de la prueba de que se trata, dice el actor que su progenitora no estaba en capacidad de manifestar su voluntad, debido a su estado de salud mental, el que fue dictaminado el Instituto de Medicina Legal, y que llevó a su declaratoria de interdicción, lo primero que hay que reiterar es que si el actor tenía algún reparo con la necesidad de escuchar la opinión de su madre ha debido formular recurso frente al fallo de tutela que ordenó recibirla. Así mismo, de conformidad con el concepto del psicólogo del ICBF en esa entrevista observó a la señora Dolly o Dolores Trujillo de León orientada; sin que su estado mental fuera un obstáculo para reconocer el contexto en el que se hallaba, esto es ante una diligencia judicial; recuerda su nombre y a sus hijos y aunque el dictamen de Medicina Legal determina una discapacidad mental, esta no le impide tener emociones y responder a estímulos negativos o positivos. 
Significa lo anterior que desde la óptica del psicólogo la progenitora del actor, pese a su discapacidad mental, si estaba en facultad para expresar su voluntad frente a la solicitud del régimen de visitas planteado.
7.8 En relación con el grado de credibilidad que se le dio al informe del médico psiquiatra, que se apreció como testimonio técnico, se atuvo el juzgado a lo que se había ordenado en el fallo constitucional que le mandó dictar nuevo fallo.

Puede agregarse que esa  prueba no fue determinante al momento de adoptar la decisión en la que encuentra el actor vulnerados sus derechos, la que se sustentó de manera fundamental en la opinión de la madre del actor, que se niega a recibir las visitas de su hijo.

8. En estas condiciones como en el decreto y práctica de la entrevista realizada no se aprecia ninguna de las falencias alegadas por el actor y la valoración probatoria que sobre ella hizo la funcionaria accionada no puede tacharse de caprichosa, es decir, que obedezca a su mera voluntad, no se vislumbra situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna antojadiza, ni contraria al ordenamiento constitucional.
9. Por tanto, el amparo será negado.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Se niega la acción de tutela propuesta por el señor Aicardo León Trujillo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el Procurador Judicial para Asuntos de Familia y las señoras Melva León Trujillo y Dolly o Dolores Trujillo de León.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY HERRERA GRISALES

       

       
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Folios 73 a 79 del archivo denominado “piezas procesales 2019-0281”


� Folios 86 a 88 del archivo denominado “piezas procesales 2019-0281”


� En archivo denominado “Sin título 415.mp4”


� Folios 136 del archivo denominado “piezas procesales 2019-0281” del disco compacto que obra a folio 32


� Diligencia que obra en el archivo multimedia denominado “Sin título 474” del disco compacto que obra a folio 32


� Providencia que se halla en el archivo multimedia denominado “Sin título 475” del disco compacto que obra a folio 32


� Sentencia T-008 de 1998 y T-636 de 2006.


� Sentencia SU-222 de 2016


� Sentencias T-567 de 1998, T-636 de 2006, T-130 de 2009 y T-104 de 2014, entre otras.
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